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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
         5 tesis aisladas 
 

Anticorrupción  y Cumplimiento Corporativo 
          Sin publicaciones 

Ambiental 
          Sin publicaciones  

Comercio Exterior 
          Sin publicaciones 
 

Competencia Económica 
          Sin publicaciones  

Comité de Energía 
          Sin publicaciones 
 

Constitucional y Amparo 
          1 tesis aislada 
           

Corporativo 
          1 tesis aislada 
 

Deporte, Entretenimiento y Cultura 
          Sin publicaciones  

Fiscal 
          5 tesis aisladas 
           

Laboral 
          1 jurisprudencia 
          1 tesis aislada 
           

Medios Alternos de Solución de Controversias 
          Sin publicaciones  

Mercados Financieros 
          1 tesis aislada 
 

Pasantes 
          Sin publicaciones 
 

Penal 
          3 jurisprudencias 
          1 tesis aislada 
           

Derecho Privado de Empresa 
          Sin publicaciones  

Propiedad Intelectual 
          Sin publicaciones  

Seguridad Social 
          Sin publicaciones  
 

Tecnologías de la Información y Datos Personales 
          Sin publicaciones  

Telecomunicaciones 
          Sin publicaciones  
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Derecho Administrativo, Migratorio y del Transporte 

 
 
 
 
• TESIS AISLADA. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA DEPORTACIÓN O EXPULSIÓN SIN 

RESPETAR EL DEBIDO PROCESO MIGRATORIO, PUEDE LLEGAR A CONFIGURAR UNA ACTIVIDAD 
ADMINISTRATIVA IRREGULAR.  
 

• TESIS AISLADA. REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN FORMULADO A LA COMISIÓN 
NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES EN UN PROCEDIMIENTO DE VISITA DOMICILIARIA. ES UN ACTO DE 
AUTORIDAD QUE DEBE ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADO Y MOTIVADO. 
 

• TESIS AISLADA. REGISTRO SANITARIO. LA SOLICITUD RELATIVA NO AFECTA LOS DERECHOS SUSTANTIVOS 
DEL TITULAR DE LA PATENTE DE LA SUSTANCIA O INGREDIENTE ACTIVO QUE ESTIMA SE INVADE POR EL 
MEDICAMENTO CUYO REGISTRO PRETENDE OBTENERSE.  

 
• TESIS AISLADA. FIDEICOMISO DE GARANTÍA. PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, 

LA ÚLTIMA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE EJECUCIÓN DE GARANTÍA 
OTORGADA MEDIANTE AQUÉL, ESTÁ CONSTITUIDA POR LA AUDIENCIA DE REMATE TANTO FORMAL 
COMO MATERIAL. 

 
• TESIS AISLADA. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA 

UN FALLO DICTADO EN CUMPLIMIENTO A UNA EJECUTORIA DE REVISIÓN FISCAL. LO SON AQUELLOS EN 
LOS QUE SE RECLAMA QUE EN LA SENTENCIA PRIMIGENIA, QUE DECLARÓ LA NULIDAD DEL ACTO 
IMPUGNADO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SE OMITIÓ ESTUDIAR O SE DESESTIMARON 
ARGUMENTOS QUE PUDIERAN HABER REDUNDADO EN UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR, AL NO 
HABERLOS IMPUGNADO OPORTUNAMENTE EN LA VÍA CONSTITUCIONAL (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 57/2003).  
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Derecho Constitucional y Amparo 

 
 
 
 

• TESIS AISLADA. LIBERTAD ANTICIPADA A QUE SE REFIERE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. EL 
ACCESO A LA VERIFICACIÓN DE SU PROCEDENCIA ES UN DERECHO SUSTANTIVO RELACIONADO CON 
EL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD.  

 

 

Derecho Corporativo 

 
 
 

• TESIS AISLADA.  ACCIÓN DE OPOSICIÓN. PROCEDE LA CONCESIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR 
CONSISTENTE EN LA INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA MERCANTIL EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA 
PROPIEDAD Y DE COMERCIO DE ESTA CIUDAD, CONFORME AL ARTÍCULO 262 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, DE 
APLICACIÓN SUPLETORIA AL CÓDIGO DE COMERCIO, EN TÉRMINOS DE SU ARTÍCULO 1054.  
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Derecho Fiscal 

 
 
 
 

• TESIS AISLADA. CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA APLICACIÓN DEL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017 CON SU DOCUMENTO TÉCNICO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE ENERO DE 2017, QUE ACTUALIZA LOS SUPUESTOS A LOS QUE ESTABA 
SUJETA LA CONCESIÓN DEL AMPARO CONTRA DICHO ANEXO PARA 2015, NO GENERA PERJUICIO AL 
GOBERNADO.  

• TESIS AISLADA. CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2017, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE ENERO DE 2017, NO VIOLA 
LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA.  

• TESIS AISLADA. CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2017, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE ENERO DE 2017, 
ACTUALIZA LOS SUPUESTOS A LOS QUE ESTABA SUJETA LA CONCESIÓN DEL AMPARO CONTRA DICHO 
ANEXO PARA 2015.  

• TESIS AISLADA. DERECHOS POR SERVICIOS PRESTADOS POR EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD 
POR CONCEPTO DE ANÁLISIS Y CALIFICACIÓN DE DOCUMENTOS QUE CONTENGAN ACTOS 
INSCRIBIBLES, ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 203-BIS, INCISO A), DE LA LEY DE HACIENDA DEL 
ESTADO DE QUINTANA ROO. AL SER DE PAGO PREVIO, SU COBRO, MATERIALIZADO EN EL RECIBO DE 
PAGO RESPECTIVO, CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD IMPUGNABLE EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 153/2007).  

• TESIS AISLADA. DERECHOS POR SERVICIOS DE PAGO PREVIO. AL SER SU LIQUIDACIÓN UNA 
INTERVENCIÓN POSITIVA DE LA AUTORIDAD, CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD IMPUGNABLE 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 153/2007).  
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Derecho Laboral 

 
 
 
 

• JURISPRUDENCIA. PERSONALIDAD DEL APODERADO DE UNA PERSONA MORAL EN EL JUICIO 
LABORAL. PARA TENERLA POR RECONOCIDA ES SUFICIENTE QUE CUMPLA CON EL REQUISITO 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 692, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.  

• TESIS AISLADA. SUSPENSIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR PRISIÓN PREVENTIVA DEL TRABAJADOR. 
EL HECHO DE QUE SE DÉ DICHA CIRCUNSTANCIA NO IMPIDE QUE ÉSTE SOLICITE LA TERMINACIÓN 
DE LA RELACIÓN O SU RETIRO ANTICIPADO CONFORME AL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, ASÍ 
COMO LAS PRESTACIONES A LAS QUE TENGA DERECHO HASTA ANTES DEL INICIO DE AQUÉLLA.  

 

 

Mercados Financieros 

 
 
 

• TESIS AISLADA. CERTIFICADOS BURSÁTILES. SU NATURALEZA JURÍDICA.  
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Derecho Penal 

 
 
 
 

• JURISPRUDENCIA. LIBERTAD ANTICIPADA A QUE SE REFIERE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. 
EL ACCESO A LA VERIFICACIÓN DE SU PROCEDENCIA ES UN DERECHO SUSTANTIVO RELACIONADO 
CON EL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD.  

• JURISPRUDENCIA. LIBERTAD ANTICIPADA. LA APLICACIÓN DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL 
A SENTENCIADOS EN EL SISTEMA MIXTO NO ESTÁ RESTRINGIDA POR LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
CUARTO DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
18 DE JUNIO DE 2008 Y TERCERO DE LA LEGISLACIÓN CITADA (APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE 
RETROACTIVIDAD DE LEY BENÉFICA Y PRO PERSONA).  

• JURISPRIDENCIA. FRAUDE PROCESAL COMETIDO EN UN JUICIO NATURAL TRAMITADO ANTE UN JUEZ 
DE DISTRITO. EL COMPETENTE PARA CONOCER DE ESE DELITO, ES EL JUEZ DEL MISMO FUERO EN 
MATERIA PENAL (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).  

• JURISPRUDENCIA. AMPARO DIRECTO. CUANDO EL ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA DICTADA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO, SÓLO DEBEN ANALIZARSE LO ACTUADO Y 
LAS VIOLACIONES PROCESALES QUE SE ACTUALICEN EN LA ETAPA DE JUICIO ORAL, SIN ABARCAR 
ETAPAS PREVIAS.  

• TESIS AISLADA. DERECHO AL ACCESO A LOS REGISTROS DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN Y A 
OBTENER COPIA DE ÉSTOS EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL PROCESO PENAL 
ACUSATORIO Y ORAL. SE CONFIGURA A FAVOR DEL IMPUTADO, SIEMPRE QUE SE ENCUENTRE 
DETENIDO, SEA OBJETO DE UN ACTO DE MOLESTIA, O HAYA SIDO CITADO A ENTREVISTA POR EL 
AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO.  
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Derecho Administrativo, Migratorio y del Transporte 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016641  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A.50 A (10a.) 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA DEPORTACIÓN O EXPULSIÓN SIN RESPETAR EL DEBIDO 
PROCESO MIGRATORIO, PUEDE LLEGAR A CONFIGURAR UNA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. Si 
bien de conformidad con la Ley General de Población y su reglamento, la autoridad migratoria tiene la facultad 
de imponer requisitos y determinar las directrices a seguir en lo referente a la entrada, estancia y salida del 
país de personas extranjeras y, por supuesto, entre ellas tiene la facultad para expulsar a quienes incurran en 
las conductas previstas en la ley, ello no le autoriza ni le asiste facultad alguna para desconocer del todo los 
derechos y las garantías procesales, así sean mínimas, que la ley reconoce a los extranjeros sujetos a los 
citados procedimientos administrativos; entre otros, el derecho a manifestar lo que a sus intereses convenga, 
a designar representante, a aportar pruebas, a solicitar su libertad bajo caución, a impugnar la determinación 
de cambio de característica migratoria, defenderse de la expulsión, solicitar una salida voluntaria del país para 
posteriormente regresar y regularizar sus trámites. Así, si la autoridad inicia un procedimiento de expulsión o 
lo termina de manera subrepticia, impidiendo prácticamente del todo el ejercicio de los derechos de la 
persona extranjera, entonces, tales actuaciones, en función del contexto y modo en que se presenten, pueden 
no ser una mera ilegalidad procedimental, sino por su entidad, llegar a constituir una irregularidad en el actuar 
de la administración, en los términos en que ha distinguido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la tesis 2a. CVII/2016 (10a.), de rubro: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA 
ILICITUD DEL ACTO ADMINISTRATIVO NO CONFIGURA, EN SÍ MISMA, LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 
IRREGULAR." 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 271/2016. 8 de mayo de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Juan Carlos Cruz Razo. Ponente: 
María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretarios: Jeannette Velázquez de la Paz y Oswaldo Alejandro López 
Arellanos. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016639  
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.154 A (10a.)  

 
REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN FORMULADO A LA COMISIÓN NACIONAL 
BANCARIA Y DE VALORES EN UN PROCEDIMIENTO DE VISITA DOMICILIARIA. ES UN ACTO DE AUTORIDAD 
QUE DEBE ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADO Y MOTIVADO. Aun cuando dicho requerimiento no está dirigido 
al contribuyente, al emitirse dentro de un procedimiento fiscalizador, iniciado por virtud de una orden de 
visita domiciliaria, incide en su esfera jurídica pues, por un lado, afecta el secreto bancario tutelado como 
derecho a la privacidad en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por 
otro, la información y documentación obtenida por ese medio pueden trascender en la determinación de un 
crédito fiscal a su cargo. Además, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 110/2005-SS, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 2a./J. 127/2005, de rubro: 
"VISITA DOMICILIARIA. LOS DOCUMENTOS E INFORMES OBTENIDOS DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA 
Y DE VALORES EN UN PROCEDIMIENTO ANTERIOR DECLARADO INSUBSISTENTE, PUEDEN APORTARSE POR LA 
AUTORIDAD FISCAL EN UNO POSTERIOR, SIEMPRE QUE LOS HECHOS U OMISIONES QUE DERIVEN DE 
AQUÉLLOS Y ENTRAÑEN INCUMPLIMIENTO DE DISPOSICIONES FISCALES, SE HAYAN ASENTADO 
CIRCUNSTANCIADAMENTE EN LAS ACTAS PARCIALES RESPECTIVAS.", determinó que dicho requerimiento 
debe fundarse en el artículo 42, fracción VII, del Código Fiscal de la Federación; de ahí que sea un acto de 
autoridad que, en términos del precepto constitucional indicado, debe cumplir con el requisito de debida 
fundamentación y motivación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 482/2017. Mauricio Pérez Barajas. 19 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 
Enrique Villanueva Chávez. Secretario: Ramón Lozano Bernal. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016637  
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.10o.A.61 A (10a.)  

 
REGISTRO SANITARIO. LA SOLICITUD RELATIVA NO AFECTA LOS DERECHOS SUSTANTIVOS DEL TITULAR DE 
LA PATENTE DE LA SUSTANCIA O INGREDIENTE ACTIVO QUE ESTIMA SE INVADE POR EL MEDICAMENTO 
CUYO REGISTRO PRETENDE OBTENERSE. Como la solicitud de un registro sanitario no da lugar, per se, a su 
otorgamiento, no afecta los derechos sustantivos del titular de la patente de la sustancia o ingrediente activo 
inscrita ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, que estima se invade por el medicamento cuyo 
registro pretende obtenerse, porque la concesión del registro mencionado es un acto de realización incierta. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 151/2017. Novartis, A.G. 31 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar 
Fernando Hernández Bautista. Secretario: Luis Enrique García de la Mora. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de abril de 2018 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016621  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.C.291 C (10a.)  

 
FIDEICOMISO DE GARANTÍA. PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, LA ÚLTIMA 
RESOLUCIÓN DICTADA EN EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE EJECUCIÓN DE GARANTÍA OTORGADA MEDIANTE 
AQUÉL, ESTÁ CONSTITUIDA POR LA AUDIENCIA DE REMATE TANTO FORMAL COMO MATERIAL. La Ley de 
Amparo define en su artículo 107, fracción IV, tercer párrafo, que para la procedencia del juicio de amparo 
indirecto, en los procedimientos de remate la última resolución es "aquella que en forma definitiva ordena el 
otorgamiento de la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes rematados"; por su parte, la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 13/2016 (10a.), precisó 
(debido a la inclusión de la conjunción copulativa "y") que en el procedimiento de remate la resolución 
definitiva impugnable, es la que indistintamente ordena otorgar la escritura de adjudicación, o bien entregar 
la posesión de los bienes inmuebles rematados. Ahora bien, debido al hecho de que en el procedimiento 
judicial de ejecución de fideicomiso dado en garantía el deudor debe, desde el inicio, entregar la posesión 
material del bien (como se advierte del contenido de los artículos 1414 Bis 7, Bis 8 y Bis 9 del Código de 
Comercio), en el caso de que  
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se cumpla dicha obligación, es manifiesto que no existirá una resolución dictada con posterioridad a la venta, 
que ordene tal extremo. Por lo que la entrega de la posesión, en los términos ideales establecidos por el 
legislador, no tiene implicaciones para determinar lo que constituye la última resolución. Ahora bien, por lo 
que hace a la adjudicación, el artículo 1414 Bis 17 del propio código establece tres supuestos que definen la 
forma en que concluye el remate en este tipo de procedimiento; empero, sólo uno conduce al dictado de una 
resolución de esa naturaleza y contenido (venta judicial). En efecto, en los primeros dos supuestos (fracciones 
I y II), la adjudicación a favor del actor es directa y ocurre ipso facto en el curso mismo de la audiencia 
correspondiente, por lo que lógicamente no habrá una resolución que ordene que el inmueble se adjudique 
a favor de un postor. Lo cual es congruente con la naturaleza y los fines que motivaron al legislador a crear 
dicho procedimiento (pronta recuperación del crédito). Sólo en el tercer supuesto (fracción III), existe una 
verdadera venta judicial y, aunque la ley no lo mencione expresa y detalladamente, habrá una resolución que 
ordene la adjudicación a favor de un postor. Así las cosas, para efectos de la procedencia del juicio de amparo 
indirecto, la última resolución, que forzosa y necesariamente tiene que dictarse luego de poner en posesión 
material del inmueble al actor (sea que ello obedezca a un cumplimiento voluntario de lo pactado o de la ley; 
al acatamiento del mandamiento en forma o por el uso de la fuerza pública y el rompimiento de cerraduras, 
es decir, antes, durante o después del procedimiento) está constituida por: a) La audiencia de remate (formal) 
en la que se verifique la adjudicación directa del inmueble, a favor del actor (pues desde ese momento éste 
tiene su libre disposición, esto es, dominio pleno o propiedad plena y, desde ahí, se determina que no conserva 
acción si el monto de la deuda es igual y sí la conserva si es mayor), ya que en este caso no es necesaria una 
resolución judicial posterior que así lo establezca, la que en todo caso sería redundante; y, b) La audiencia de 
remate (material) en la que se verifique la venta del inmueble (porque el valor de los bienes sea mayor al 
monto de la condena), donde la parte actora, según se trate y una vez deducido el crédito, los intereses y los 
gastos generados, entregará al demandado el remanente que corresponda por la venta de los bienes, pues 
en dicha audiencia se ordenará otorgar la escritura de adjudicación a favor del postor. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 336/2016. 26 de abril de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Francisco Javier Sandoval 
López. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Karlo Iván González Camacho. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016611  
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA UN FALLO DICTADO 
EN CUMPLIMIENTO A UNA EJECUTORIA DE REVISIÓN FISCAL. LO SON AQUELLOS EN LOS QUE SE RECLAMA 
QUE EN LA SENTENCIA PRIMIGENIA, QUE DECLARÓ LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SE OMITIÓ ESTUDIAR O SE DESESTIMARON ARGUMENTOS QUE PUDIERAN 
HABER REDUNDADO EN UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR, AL NO HABERLOS IMPUGNADO 
OPORTUNAMENTE EN LA VÍA CONSTITUCIONAL (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
57/2003). La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
153/2002-SS, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 2a./J. 57/2003, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. 
SON INOPERANTES CUANDO LAS VIOLACIONES ALEGADAS EN UN SEGUNDO O ULTERIOR JUICIO DE AMPARO, 
SE COMETIERON EN UN LAUDO ANTERIOR, Y NO FUERON IMPUGNADAS OPORTUNAMENTE, AUNQUE NO SE 
HUBIERA SUPLIDO LA QUEJA DEFICIENTE.", sostuvo que son inoperantes los conceptos de violación 
encaminados a reclamar actos u omisiones del tribunal responsable, cuando de autos se aprecia que se 
produjeron en un laudo contra el cual se promovió en su oportunidad el juicio de amparo, sin haberse 
impugnado; por lo que debe entenderse que fueron consentidos y, por ende, el derecho a reclamarlos en 
amparos futuros precluyó, ya que esos aspectos quedaron firmes, sin posibilidad de una impugnación 
posterior, derivado precisamente de ese consentimiento. Con base en esa premisa, por analogía, se concluye 
que si en una sentencia dictada en el juicio contencioso administrativo se declaró la nulidad del acto 
impugnado, pero también se desestimó u omitió pronunciarse respecto de una parte de los conceptos de 
impugnación que pudieron redundar en un mayor beneficio para al actor, desde entonces se le causó un 
perjuicio, por lo que, a fin de evitar el consentimiento de esas cuestiones ante la preclusión del derecho para 
debatirlas, debió impugnarlas en la vía constitucional desde aquella primera ocasión; de ahí que si lo hace en 
el juicio de amparo promovido contra un fallo posterior dictado en cumplimiento a una ejecutoria de revisión 
fiscal, los conceptos de violación relativos son inoperantes. Lo anterior, aun cuando se haya decretado la 
nulidad "lisa y llana" del acto impugnado, porque incluso en ese supuesto, los conceptos de impugnación 
desestimados o cuyo estudio se omitió en la sentencia primigenia podrían, en su caso, redundar en un mayor 
beneficio (por estar referidos a vicios formales o materiales que afectan en su totalidad la resolución 
impugnada o a rubros distintos a aquellos por los cuales se obtuvo la nulidad). 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 414/2017. Luz María Vázquez Solís. 5 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 
Enrique Villanueva Chávez. Secretario: Juan Carlos Nava Garnica. 
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Derecho Constitucional y Amparo 
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LIBERTAD ANTICIPADA A QUE SE REFIERE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. EL ACCESO A LA 
VERIFICACIÓN DE SU PROCEDENCIA ES UN DERECHO SUSTANTIVO RELACIONADO CON EL DERECHO HUMANO 
A LA LIBERTAD. A partir de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de 
junio de 2008, se introdujo el modelo penitenciario de reinserción social y judicialización del régimen de 
modificación y duración de penas, lo que implicó un cambio sustancial en los artículos 18 y 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en adición al artículo 1o. del mismo Ordenamiento 
Supremo, respecto a la regularidad de derechos humanos, tanto a nivel constitucional como internacional, lo 
que lleva a considerar que los beneficios, como el relativo a la libertad anticipada a que se refiere el artículo 
141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, son derechos sustantivos, al privilegiar esa reinserción, esto, aun 
cuando obtener el beneficio con la simple petición por parte del reo no es un derecho humano, porque el 
juzgador no está obligado a concedérselo, pero al tener presente la tesis aislada 1a. CLI/2015 (10a.) de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "BENEFICIOS PARA LOS 
SENTENCIADOS. NO CONSTITUYEN UN DERECHO FUNDAMENTAL.", sí puede considerarse un derecho 
sustantivo la prevención por parte del Estado de las medidas instrumentales necesarias para lograr la 
reinserción social, así como que en la ley secundaria se establezcan los beneficios que le son sincrónicos, los 
cuales deberán concederse en la medida en que se cumplan los parámetros que condicionen su otorgamiento; 
por tanto, tener acceso a la posibilidad de que un juzgador analice si procede el beneficio que en la ley se 
establezca sí tiene el carácter de derecho humano, conclusión que se refuerza con el contenido de la sentencia 
del Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la que se infiere 
que el tener acceso a beneficios es un derecho humano. Asimismo, el derecho sustantivo de los beneficios 
está relacionado estrechamente con el derecho humano a la libertad personal, lo que hace más importante 
la transcendencia en su protección, no como una cuestión adjetiva, sino sustantiva, que permite realizar los 
postulados constitucionales de reinserción social, y la mínima afectación a la libertad personal, que derivan 
de los artículos 18 y 19 constitucionales. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 9/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto, Sexto y Noveno, 
todos en Materia Penal del Primer Circuito. 12 de diciembre de 2017. Mayoría de siete votos de los 
Magistrados Miguel Enrique Sánchez Frías, Mario Ariel Acevedo Cedillo, Miguel Ángel Medécigo Rodríguez, 
Olga Estrever Escamilla, Silvia Carrasco Corona, María Elena Leguízamo Ferrer e Irma Rivero Ortiz de Alcántara. 
Disidentes: Carlos Hugo Luna Ramos, Lilia Mónica López Benítez y José Pablo Pérez Villalba. Ponente: Miguel 
Enrique Sánchez Frías. Secretaria: Erika Yazmín Zárate Villa.  
 
Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no resuelve el tema de la contradicción planteada. 
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Derecho Corporativo. 
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ACCIÓN DE OPOSICIÓN. PROCEDE LA CONCESIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR CONSISTENTE EN LA 
INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA MERCANTIL EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE 
COMERCIO DE ESTA CIUDAD, CONFORME AL ARTÍCULO 262 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, DE APLICACIÓN 
SUPLETORIA AL CÓDIGO DE COMERCIO, EN TÉRMINOS DE SU ARTÍCULO 1054. El artículo 201 de la 
Ley General de Sociedades Mercantiles regula la acción de oposición de los accionistas a las 
resoluciones tomadas por las asambleas generales; mientras que el 202 prevé la suspensión de la 
ejecución de las resoluciones impugnadas, siempre que se otorgue fianza bastante para responder 
de los daños y perjuicios que pudieran causarse a la sociedad por la inejecución de esas resoluciones. 
Ahora bien, si se promueve la acción de oposición y para la suspensión de los acuerdos de la 
asamblea impugnada se señaló como medida cautelar la inscripción de la demanda en el Registro 
Público de Comercio, a fin de hacer del conocimiento de los terceros la situación y relación de los 
comerciantes y la protección de la buena fe del tráfico mercantil, porque su propósito es la 
publicidad de los actos que en él se registran y si no existen mayores elementos para determinar el 
grado de los posibles daños y perjuicios que se pudieran ocasionar con dicha inscripción, procede la 
ejecución de esta medida. Al respecto, el artículo 21 del Código de Comercio establece cuáles son 
los actos de comercio que se anotarán en el folio mercantil de cada comerciante o sociedad, y el 
diverso artículo 25, fracción II, regula las inscripciones en el Registro Público de Comercio, cuando 
se trate de resoluciones o providencias judiciales. De modo que si la inscripción de la demanda 
constituye una resolución relativa a una medida cautelar, es factible ordenar la inscripción 
respectiva en el Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Distrito Federal, ahora Ciudad 
de México, acorde con el artículo 262 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, de aplicación supletoria al Código de Comercio, conforme a su 
artículo 1054. Ahora bien, el artículo 25 del código mercantil citado, regula la posibilidad de la 
inscripción de resoluciones judiciales, pero es omiso en precisar lo relativo a la inscripción de 
demandas en materia mercantil, como resolución judicial, omisión que se suple al aplicar el artículo 
1054 invocado. Por tanto, si el artículo 25 invocado, permite la inscripción de resoluciones judiciales 
y el diverso 1054 regula la supletoriedad del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito  
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Federal, aplicable para la Ciudad de México, es procedente ordenar la inscripción de la demanda en 
el Registro Público de la Propiedad y de Comercio de esta ciudad; ello es así porque el artículo 21 
del Código de Comercio establece la existencia de un folio electrónico por cada comerciante o 
sociedad, en el que se harán las anotaciones señaladas con antelación, y el diverso artículo 25 
establece la procedencia de la medida cautelar, que se encuentra debidamente regulada en su 
fracción II, dentro del rubro de "providencias judiciales". No obstante lo anterior, es factible ordenar 
la inscripción en el Registro Público de la Propiedad y de Comercio de esta ciudad, de acuerdo con 
el artículo 262 referido, pues la omisión del artículo 25 mencionado, se suple conforme al artículo 
1054 en cita, tratándose de las medidas cautelares; consecuentemente, procede la concesión de la 
medida cautelar consistente en la inscripción de la demanda mercantil en el Registro Público de la 
Propiedad y de Comercio de esta ciudad de acuerdo con el artículo 262 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, de aplicación 
supletoria al Código de Comercio, en términos de su artículo 1054. 

 

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 349/2016. Anaconda Ventures, S.A de C.V. 5 de octubre de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Adalberto Eduardo Herrera González. Secretaria: Reyna María Rojas López. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Derecho Fiscal 
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA APLICACIÓN DEL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA 
FISCAL PARA 2017 CON SU DOCUMENTO TÉCNICO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 6 DE ENERO DE 2017, QUE ACTUALIZA LOS SUPUESTOS A LOS QUE ESTABA SUJETA 
LA CONCESIÓN DEL AMPARO CONTRA DICHO ANEXO PARA 2015, NO GENERA PERJUICIO AL 
GOBERNADO. De acuerdo con el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sustentado en la jurisprudencia 2a./J. 160/2016 (10a.), los efectos de la protección 
concedida contra el Anexo 24 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, estaban condicionados 
a la producción de un acto futuro; sujeción respecto de la cual, el quejoso gozaría de la protección 
constitucional otorgada "hasta en tanto el Servicio de Administración Tributaria formule y publique 
en alguno de los medios a su alcance los lineamientos a seguir para la generación de archivos XML 
en idioma español"; esto es, la materia de la concesión del amparo se limitó a un aspecto técnico-
operativo relacionado con el medio para dar cumplimiento a la obligación de llevar e ingresar de 
forma mensual la información contable a través de la página de internet del SAT. Por lo cual, al 
haberse actualizado con el Anexo 24 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017 y su anexo 
técnico, la condición a la que estaba sujeta la concesión del amparo, la parte afectada está en 
condiciones de dar cumplimiento a la obligación formal contenida en el artículo 28, fracción IV, del 
Código Fiscal de la Federación, y si bien ello supondría aplicar de manera retroactiva su contenido 
para dar cumplimiento a obligaciones formales pasadas, lo cierto es que no le genera perjuicio 
alguno, debido a que su aplicación retroactiva no es de las prohibidas por el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, de las que con la aplicación 
(retroactiva) del acto generan un perjuicio al gobernado; antes bien, con el establecimiento de los 
lineamientos técnicos de forma y sintaxis necesarios para la construcción de archivos XML 
contenidos en el anexo técnico, se facilita el cumplimiento de sus obligaciones formales. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Recurso de inconformidad 871/2017. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
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Recurso de inconformidad 872/2017. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 25 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Recurso de inconformidad 873/2017. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Recurso de inconformidad 874/2017. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Recurso de inconformidad 875/2017. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan, Grupo Financiero y otras. 25 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE ENERO DE 2017, NO VIOLA LOS 
DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Al analizar el Anexo 24 de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2015, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró 
su inconstitucionalidad por violar los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica, al prever la  
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obligación de atender lineamientos técnicos de forma y sintaxis para la generación de archivos XML 
especificados por el consorcio w3, establecidos en la página de internet http://www.w3.org., los 
cuales se desarrollan por una comunidad internacional (privada), que no goza de facultades para 
hacerlo, y que se encuentran en un idioma diverso al castellano o español. Sin embargo, tratándose 
del Anexo 24 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017 esta situación ha variado, ya que a efecto 
de que el contribuyente cumpla con la obligación de llevar y remitir la contabilidad electrónica, la 
autoridad fiscalizadora estableció diversas especificaciones, entre ellas, las relacionadas con la 
construcción de archivos XML compatibles con el sistema electrónico del Servicio de Administración 
Tributaria (SAT), y las relativas al contenido y clasificación correspondiente de esos archivos, pues 
refiere la descripción de la información que deben contener los archivos de contabilidad electrónica 
y, especialmente, indica que la referencia técnica en materia informática para la construcción de 
archivos digitales XML, que contiene la información señalada en los anexos, se encuentra contenida 
en el documento técnico que deben utilizar los entes especialistas en informática y 
telecomunicaciones que llevan a cabo la construcción de archivos XML, el cual se localiza en la 
página de internet del SAT www.sat.gob.mx. Conforme a lo anterior, el Anexo mencionado no viola 
los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica, ya que no subsiste la indicación de atender los 
lineamientos técnicos en idioma inglés para la generación de archivos XML emitidos por el consorcio 
w3, en la página de internet http://www.w3.org y, además, el Administrador General de 
Comunicaciones y Tecnologías de la Información del SAT, cuenta con atribuciones para emitir, en 
apoyo del Jefe del SAT, las soluciones tecnológicas requeridas en términos del artículo 42, fracciones 
XIII y XVI del Reglamento Interior de dicho organismo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 810/2017. Desarrollos Inmobiliarios Doble M,S. de R.L. de C.V. y otras. 29 de 
noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron 
con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 
 
Amparo en revisión 1010/2017. Corporación Lintel, S.A. de C.V. y otras. 7 de febrero de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
 

 
 

Época: Décima Época  
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE ENERO DE 2017, ACTUALIZA LOS 
SUPUESTOS A LOS QUE ESTABA SUJETA LA CONCESIÓN DEL AMPARO CONTRA DICHO ANEXO 
PARA 2015. En las jurisprudencias 2a./J. 148/2016 (10a.) y 2a./J. 160/2016 (10a.), la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que el Anexo 24 de la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2015 violaba los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica, por lo que debía 
desincorporarse de la esfera jurídica del quejoso la obligación de atender los lineamientos técnicos 
para la generación de archivos XML especificados por el consorcio w3 en la página de Internet 
http://www.w3.org., hasta que el Servicio de Administración Tributaria formulara y publicara en 
alguno de los medios a su alcance los lineamientos a seguir para la generación de archivos XML en 
idioma español. Por su parte, con el Anexo 24 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017 y su 
documento técnico, el Jefe del Servicio de Administración Tributaria (SAT) no sólo actualizó la 
condición a la que estaban supeditados los efectos de la concesión del amparo, sino que además 
proporcionó los medios necesarios para cumplir la obligación de ingresar mensualmente la 
información contable a través de la página de internet del SAT, en la medida en que: i) estableció la 
descripción de la información que deben contener los archivos de contabilidad electrónica; ii) 
proporcionó una guía básica de carácter opcional de las características, para la generación de 
archivos XML, sin la remisión a lineamientos fijados por una comunidad internacional (consorcio 
W3); iii) redactó los documentos en idioma español; y iv) en el documento técnico se dieron a 
conocer los lineamientos técnicos de forma y sintaxis necesarios para la construcción de archivos 
XML y la explicación del porqué se hace referencia a ciertos aspectos relacionados con un lenguaje 
de programación. En consecuencia, el contribuyente está en condiciones de cumplir la obligación 
formal contenida en el artículo 28, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación respecto de aquel 
ejercicio en el que estaba imposibilitado para hacerlo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Recurso de inconformidad 871/2017. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Recurso de inconformidad 872/2017. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 25 de septiembre de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y José  
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Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Recurso de inconformidad 873/2017. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Recurso de inconformidad 874/2017. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Recurso de inconformidad 875/2017. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan, Grupo Financiero y otras. 25 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Época: Décima Época  
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Registro: 2016620  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Común)  

Tesis: XXVII.3o.39 A (10a.)  
 
DERECHOS POR SERVICIOS PRESTADOS POR EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD POR 
CONCEPTO DE ANÁLISIS Y CALIFICACIÓN DE DOCUMENTOS QUE CONTENGAN ACTOS 
INSCRIBIBLES, ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 203-BIS, INCISO A), DE LA LEY DE HACIENDA DEL 
ESTADO DE QUINTANA ROO. AL SER DE PAGO PREVIO, SU COBRO, MATERIALIZADO EN EL RECIBO 
DE PAGO RESPECTIVO, CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD IMPUGNABLE EN EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 153/2007). El artículo 2o. 
del Código Fiscal de la Federación prevé diversos tipos de contribuciones, entre ellas, los impuestos 
y los derechos. Los primeros son una prestación que establece la ley a cargo de las personas que se 
encuentran en una hipótesis normativa, cuya modalidad de pago es la autodeterminación, en tanto 
que los segundos constituyen contraprestaciones en dinero que establece el Estado conforme a la 
ley, con carácter obligatorio y que pueden originarse por: (i) el uso o aprovechamiento de los bienes 
del dominio público de la Nación; o, (ii) la recepción de servicios que presta el Estado en sus 
funciones de derecho público. A su vez, los derechos pueden ser de: (i) pago previo, cuando el 
otorgamiento del servicio se condicione a éste; o, (ii) pago posterior, tratándose de servicios que se 
prestan antes del pago correspondiente y cuya declaración es voluntaria. Ahora bien, respecto al 
pago de impuestos, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 91/2007-SS, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 153/2007, sostuvo que 
la autodeterminación no es un acto de autoridad reclamable a la autoridad señalada como ejecutora 
en el amparo contra leyes, al constituir el producto de la voluntad del gobernado mediante el 
cumplimiento espontáneo y oportuno de sus obligaciones fiscales y en el que la autoridad asume 
una actitud pasiva frente a la recaudación voluntaria del contribuyente; sin embargo, ese criterio es 
inaplicable a los derechos por servicios prestados por el Registro Público de la Propiedad por 
concepto de análisis y calificación de documentos que contengan actos inscribibles, establecidos en 
el artículo 203-Bis, inciso a), de la Ley de Hacienda del Estado de Quintana Roo, en virtud de que se 
trata de un derecho de pago previo que no constituye una autoliquidación, pues la autoridad realiza 
una conducta positiva en ejercicio de sus facultades, ya que determina su monto y condiciona la 
prestación del servicio al contribuyente, creando así una situación jurídica unilateral y obligatoria 
que se materializa con la emisión del recibo de pago respectivo, en donde no interviene la voluntad 
del contribuyente; de ahí que el cobro de los derechos señalados constituye un acto de autoridad 
impugnable en el juicio de amparo indirecto. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 250/2016. Recaudador de Rentas de la Secretaría de Finanzas y Planeación del 
Gobierno del Estado de Quintana Roo. 1 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Édgar Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 
artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Santiago 
Ermilo Aguilar Pavón. 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016619  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.3o.40 A (10a.)  

 
DERECHOS POR SERVICIOS DE PAGO PREVIO. AL SER SU LIQUIDACIÓN UNA INTERVENCIÓN 
POSITIVA DE LA AUTORIDAD, CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD IMPUGNABLE EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 153/2007). El artículo 
2o. del Código Fiscal de la Federación prevé diversos tipos de contribuciones, entre ellas, los 
impuestos y los derechos. Los primeros son una prestación que establece la ley a cargo de las 
personas que se encuentran en una hipótesis normativa, cuya modalidad de pago es la 
autodeterminación, en tanto que los segundos constituyen contraprestaciones en dinero que 
establece el Estado conforme a la ley, con carácter obligatorio y que pueden originarse por: (i) el 
uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación; o, (ii) la recepción de 
servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público. A su vez, los derechos pueden 
ser de: (i) pago previo, cuando el otorgamiento del servicio se condicione a éste; o, (ii) pago 
posterior, tratándose de servicios que se prestan antes del pago correspondiente y cuya declaración 
es voluntaria. Ahora bien, respecto al pago de impuestos, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 91/2007-SS, de la que derivó la 
jurisprudencia 2a./J. 153/2007, sostuvo que la autodeterminación no es un acto de autoridad 
reclamable a la autoridad señalada como ejecutora en el amparo contra leyes, al constituir el 
producto de la voluntad del gobernado mediante el cumplimiento espontáneo y oportuno de sus 
obligaciones fiscales y en el que la autoridad asume una actitud pasiva frente a la recaudación 
voluntaria del contribuyente; sin embargo, ese criterio es inaplicable a los derechos por servicios de 
pago previo, toda vez que  
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su régimen de determinación es distinto, pues en tal caso, la autoridad exactora despliega un actuar 
positivo al liquidar la contribución generada, que se refleja en la emisión del recibo correspondiente 
y también condiciona al sujeto pasivo a su pago, pues de rehusarse, no se le prestará el servicio 
público solicitado. Por tanto, al tener la autoridad una intervención positiva, no se está ante una 
autoliquidación sino ante su manifestación unilateral de la voluntad y, por ende, ante un acto de 
autoridad impugnable en el juicio de amparo indirecto. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 250/2016. Recaudador de Rentas de la Secretaría de Finanzas y Planeación del 
Gobierno del Estado de Quintana Roo. 1 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Édgar Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 
artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Santiago 
Ermilo Aguilar Pavón. 
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Derecho Laboral 

Época: Décima Época  
Registro: 2016590  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 24/2018 (10a.)  

 
PERSONALIDAD DEL APODERADO DE UNA PERSONA MORAL EN EL JUICIO LABORAL. PARA TENERLA POR 
RECONOCIDA ES SUFICIENTE QUE CUMPLA CON EL REQUISITO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 692, FRACCIÓN 
III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. Para tener por reconocida la personalidad de quien comparece al juicio 
laboral en representación de una persona moral, es suficiente que cumpla con el requisito establecido en el 
artículo 692, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, es decir, que acredite su personalidad, entre otras 
formas, mediante testimonio notarial, previa comprobación de que quien le otorga el poder está legalmente 
facultado para ello, sin que sea necesario que también exhiba cédula profesional de abogado o licenciado en 
derecho o carta de pasante vigente, conforme a la diversa fracción II, pues el supuesto a que se refiere esta 
hipótesis únicamente es aplicable a quien comparezca a juicio laboral en calidad de abogado patrono o asesor 
legal, independientemente de que sea o no apoderado de las partes; lo anterior, sin que se soslaye la 
posibilidad de que una persona comparezca a juicio como apoderado de una persona moral y que también se 
le designe como abogado patrono o asesor legal, en cuyo caso debe acreditar ambas calidades, es decir, la de 
apoderado (a través de testimonio notarial o carta poder) y la de abogado patrono o asesor legal (mediante 
cédula profesional o carta de pasante vigente). 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 297/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materia de 
Trabajo del Séptimo Circuito y Segundo en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 7 de febrero de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth 
Miranda Flores. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 
Colegio de Abogados, A.C. 

Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 
Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 

Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 
www.anade.org.mx 

Época: Décima Época  
Registro: 2016645  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.3o.T.52 L (10a.)  

 
SUSPENSIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR PRISIÓN PREVENTIVA DEL TRABAJADOR. EL HECHO DE QUE SE 
DÉ DICHA CIRCUNSTANCIA NO IMPIDE QUE ÉSTE SOLICITE LA TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN O SU RETIRO 
ANTICIPADO CONFORME AL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, ASÍ COMO LAS PRESTACIONES A LAS QUE 
TENGA DERECHO HASTA ANTES DEL INICIO DE AQUÉLLA. El artículo 42, fracción III, de la Ley Federal del 
Trabajo dispone que es causa de suspensión de la relación laboral la prisión preventiva del trabajador, seguida 
de sentencia absolutoria, la cual tiene por efecto liberar al trabajador y al patrón de la obligación de cumplir 
con la prestación del servicio y el pago del salario, respectivamente, por el tiempo que dure dicha causa; sin 
embargo, ello no impide que durante la vigencia de esa suspensión, el trabajador solicite la terminación de la 
relación de trabajo, o bien, su retiro anticipado conforme al contrato colectivo de trabajo, así como las 
prestaciones que deriven de aquélla, puesto que la causa de la terminación de la relación laboral es diversa a 
la que originó su suspensión, la cual no tiene relación con los salarios que el trabajador ha dejado de percibir 
con motivo de la suspensión, sino que se trata de derechos que el trabajador ha generado durante la relación 
laboral. Ello, toda vez que la suspensión no afecta el contrato de trabajo celebrado entre las partes y el 
trabajador conserva el derecho a que le sean otorgadas las retribuciones que generó durante la relación 
laboral; esto es, aquellas prerrogativas a las que se hizo acreedor desde el inicio de la relación laboral y hasta 
antes del inicio de la suspensión de ésta. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1213/2017. Secretario de Educación Pública. 22 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Luis Caballero Rodríguez. Secretaria: Natalia Téllez Torres Orozco. 
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Mercados Financieros 

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016609  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.19 C (10a.)  

 
CERTIFICADOS BURSÁTILES. SU NATURALEZA JURÍDICA. Conforme al texto de los artículos 1, 62 y 69 de la Ley 
del Mercado de Valores, los certificados bursátiles son nuevos títulos de crédito que permiten crear en el 
sistema financiero mexicano, un mercado de deuda mediante un instrumento flexible que permite a las 
personas morales nacionales o extranjeras con capacidad jurídica para suscribir títulos de crédito, obtener 
crédito del público inversionista. Los certificados bursátiles surgen de la declaración unilateral de la voluntad 
de la persona emisora, que no requiere de un acta de emisión consistente en el documento donde se hace 
constar la emisión de los certificados, ni de un acta de asamblea donde se haya acordado su emisión. Éstos 
son quirografarios o fiduciarios, y el grado de abstracción a diferencia de otros títulos de crédito es de tal 
magnitud que representa emisión de deuda que se dirige al público inversionista a través de la oferta pública, 
porque incorpora o representa la participación individual de un crédito colectivo a cargo de una persona 
moral. Su origen es la declaración unilateral de voluntad que crea un crédito colectivo en la parte proporcional 
que cada título incorpora, sin que previamente exista un contrato de crédito, o negocio jurídico subyacente 
tradicional, porque la función instrumental del certificado bursátil es obtener recursos del público 
inversionista, por la sola voluntad de la persona moral emisora, mediante el procedimiento y requisitos legales 
que marca la ley que los crea como nuevos títulos de crédito a partir del 1 de junio de 2001, en la Ley del 
Mercado de Valores. La emisión de certificados bursátiles es una forma de captar recursos en el mercado de 
deuda, en donde se refleja la sola voluntad de quien emite los certificados bursátiles, esto es, no existe un 
acta de asamblea para su emisión, ni es necesario un negocio o contrato de crédito previo; en la inteligencia 
de que la obligación de la persona moral emisora, que es el derecho del tenedor consistente en la participación 
individual de un crédito colectivo, consta en el propio certificado bursátil. Los certificados bursátiles son títulos 
de crédito que representan la participación individual de sus tenedores en un crédito colectivo a cargo de 
personas morales (certificado bursátil quirografario) o de un patrimonio afecto en fideicomiso (certificado 
bursátil fiduciario), por lo que son documentos que literalmente deben incorporar como derecho autónomo, 
líquido y exigible, el monto de la participación individual de un crédito colectivo a cargo de personas morales 
que responderán con todo su patrimonio o en relación con un patrimonio afecto en fideicomiso. Lo relevante 
es que tienen la finalidad de fomentar un mercado de deuda, donde las personas morales con capacidad 
jurídica pueden acceder a crédito del público inversionista mediante títulos en serie o masa que representan 
una participación individual en un crédito colectivo; sin un previo acuerdo de asamblea o la necesidad de un 
acta de emisión; con lo cual se convierten en un instrumento flexible y que a la vez dan seguridad jurídica al 
público inversionista al configurarse con requisitos administrativos y de calificación de solvencia de la persona 
moral emisora. Por tanto, el certificado bursátil es un título de crédito especial, con nominación específica, 
que se emite en serie o en masa, creado para fomentar el mercado de deuda porque está destinado a circular 
en el mercado de valores, clasificado como instrumento de deuda que  
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se coloca a descuento o a rendimiento y al amparo de un programa, cuyas emisiones pueden ser en pesos, 
unidades de inversión o indizadas al tipo de cambio. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 396/2016. Nacional Monte de Piedad, Institución de Asistencia Privada. 11 de octubre de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Martha Araceli Castillo De Santiago. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Derecho Penal 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016600  

Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: PC.I.P. J/43 P (10a.)  

 
LIBERTAD ANTICIPADA. LA APLICACIÓN DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL A SENTENCIADOS EN EL 
SISTEMA MIXTO NO ESTÁ RESTRINGIDA POR LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS CUARTO DE LA REFORMA 
CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008 Y TERCERO 
DE LA LEGISLACIÓN CITADA (APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE RETROACTIVIDAD DE LEY BENÉFICA Y PRO 
PERSONA). Cuando el sentenciado en un proceso penal mixto solicita a la autoridad jurisdiccional de ejecución, 
el beneficio de la libertad anticipada previsto en el artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, procede 
analizar si se le concede o no, en virtud de que las normas de ejecución anteriores a la vigencia de la legislación 
mencionada no la contenían, por lo que la procedencia del análisis del cumplimiento de los requisitos del 
numeral señalado, tiene como base la aplicación del principio de retroactividad en beneficio que opera en 
materia penal y el principio hermenéutico de derechos humanos pro persona, porque el artículo cuarto 
transitorio referido, en cuanto a derechos sustantivos, como lo es la libertad anticipada, no es una excepción 
al principio de retroactividad penal, pues no constituye una restricción para aplicar reglas posteriores que se 
consideren más benéficas previstas en el nuevo sistema acusatorio, en virtud de que su contenido y lo 
dispuesto en el proceso legislativo no representan restricciones a los derechos sustantivos o al derecho 
humano a la libertad, porque se refieren a la forma de tramitación del procedimiento penal mixto, para 
concluirlos con las reglas de ese modelo procesal, lo que no puede alcanzar la etapa de ejecución de la 
sentencia al ser una fase diversa. Así, lo que pretendió el Poder Reformador de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos con el contenido del artículo transitorio analizado es prohibir la mezcla de 
disposiciones del sistema penal mixto con las del sistema acusatorio que rigen el proceso, entonces, esas 
limitantes no alcanzan a derechos sustantivos o a otros derechos humanos. Así, lo dispuesto en el artículo 
tercero transitorio de la Ley Nacional de Ejecución Penal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 
de junio de 2016, no impacta en el uso del principio de aplicación retroactiva de ley benéfica, porque el 
acotamiento de éste se refiere a cuestiones meramente procesales, característica que no tiene la libertad 
anticipada regulada en el artículo 141 de esa legislación; por tanto, el derecho a que se analice la procedencia 
de ese beneficio debe hacerse conforme a la ley vigente al momento en que se pida, siempre y cuando resulte 
de mayor beneficio al solicitante, cumpliéndose con todos los otros temas que definan la competencia de la 
autoridad jurisdiccional de ejecución y los restantes ámbitos de aplicación de la normativa que se estime 
benéfica. Esto, porque cuando el artículo tercero transitorio se refiere a "los procedimientos", alude a aquellos 
actos procedimentales que pueden acontecer dentro de toda la etapa de ejecución de sentencia y que a la 
fecha de entrada en vigor de la ley indicada no habían finalizado, mas no a aquellos asuntos cuya sentencia 
condenatoria haya causado ejecutoria antes de su entrada en vigor y que, por ese motivo, tuviese que 
aplicárseles forzosamente una de las legislaciones abrogadas en toda la etapa  
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de ejecución. Además, la aplicación de la Ley Nacional de Ejecución Penal no se ciñe a los asuntos que causaron 
ejecutoria después de su entrada en vigor, sino que opera para los procedimientos o actos que surjan en la 
etapa de ejecución durante su vigencia, con independencia de que las causas penales correspondientes hayan 
causado estado antes de su entrada en vigor. De otra manera, se correría el riesgo de dejar en un plano de 
desigualdad ante la ley a personas con condiciones jurídicas idénticas (sentenciados ejecutoriados), sólo 
porque las causas penales que respectivamente se les instruyeron causaron estado en diferentes momentos 
en relación con la entrada en vigor de la Ley Nacional aludida, lo cual sería jurídicamente incorrecto, aunado 
a que no influye a lo anterior el sistema de justicia penal con base en el cual el justiciable haya sido sentenciado 
(sistema mixto o tradicional, o bien, acusatorio oral), pues ni en la Constitución ni en la ley, existe un 
impedimento o restricción para que a quienes se les fijó su situación jurídica conforme al sistema mixto o 
tradicional, puedan aplicárseles las disposiciones contenidas en la Ley Nacional. Por otra parte, debe tenerse 
presente que el Poder Reformador de la Constitución, en la reforma publicada en el medio de difusión oficial 
mencionado el 8 de octubre de 2013 a su artículo 73, fracción XXI, depositó su confianza en la existencia de 
una legislación única en materia de ejecución de penas, con el propósito de que ésta fuera un mecanismo 
efectivo, eficaz y eficiente para lograr la materialización de los extremos en los que descansan los postulados 
citados, redujera la confrontación de criterios y se aplicara de manera uniforme en todo el país y en 
condiciones de igualdad para el sentenciado y demás intervinientes en el procedimiento. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 9/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto, Sexto y Noveno, 
todos en Materia Penal del Primer Circuito. 12 de diciembre de 2017. Mayoría de nueve votos de los 
Magistrados Carlos Hugo Luna Ramos, Miguel Enrique Sánchez Frías, Mario Ariel Acevedo Cedillo, Miguel 
Ángel Medécigo Rodríguez, Olga Estrever Escamilla, María Elena Leguízamo Ferrer, Lilia Mónica López Benítez, 
José Pablo Pérez Villalba e Irma Rivero Ortiz de Alcántara. Disidente: Silvia Carrasco Corona. Ponente: Miguel 
Enrique Sánchez Frías. Secretaria: Erika Yazmín Zárate Villa.  
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016599  

Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  



 

 
 

Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 
Colegio de Abogados, A.C. 

Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 
Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 

Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 
www.anade.org.mx 

Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
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FRAUDE PROCESAL COMETIDO EN UN JUICIO NATURAL TRAMITADO ANTE UN JUEZ DE DISTRITO. EL 
COMPETENTE PARA CONOCER DE ESE DELITO, ES EL JUEZ DEL MISMO FUERO EN MATERIA PENAL 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). Conforme al artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo acto de autoridad debe ser emitido por autoridad 
competente, esto es, por la que tiene facultades para ello, como garantía de los derechos fundamentales a la 
legalidad y a la seguridad jurídica de las personas. En este tenor, en términos del artículo 104, fracción I, 
constitucional y 50, fracción I, incisos a) y b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, cuando en 
un juicio natural tramitado ante un Juez de Distrito, alguna de las partes despliega una conducta posiblemente 
constitutiva del delito de fraude procesal previsto en el artículo 310 del Código Penal para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, también contenido en el artículo 231, fracción IV, del Código Penal Federal, 
el Juez competente para conocer del delito relativo es el del mismo fuero en materia penal y no el del fuero 
local, en razón de que debe tomarse en cuenta que el sujeto pasivo del delito es la administración de justicia, 
que en el caso está representada por la autoridad judicial federal que tramita el juicio, en cuyas facultades 
constitucionales y legales incide directamente la conducta ilícita. Además, el bien jurídico tutelado que el 
legislador consideró valioso para ser protegido por la norma penal, con carácter primario, es la correcta 
administración de justicia, sin que se soslaye que el sujeto pasivo también pueda ser un particular y que 
puedan afectarse otros bienes jurídicos como podría ser su patrimonio; sin embargo, el legislador atendió 
fundamentalmente la función desempeñada por el Juez de Distrito en los asuntos sometidos a su potestad 
jurisdiccional, precisamente en aras de una correcta administración de justicia, que es la esencia y la razón de 
la existencia de la norma penal, de acuerdo con su interpretación teleológica, sin que ello implique que este 
supuesto quede excluido de la tendencia interna protectora de la norma, toda vez que tiene la naturaleza 
jurídica de ser pluriofensiva o plurilesiva, con lo que se salvaguarda la esfera de derechos de la persona, que 
eventualmente se afecta por el despliegue de la conducta descrita en el tipo penal. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 8/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Décimo, ambos 
en Materia Penal del Primer Circuito. 7 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos de los Magistrados Carlos 
Hugo Luna Ramos, Miguel Enrique Sánchez Frías, Mario Ariel Acevedo Cedillo, Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez, Olga Estrever Escamilla, Juan Wilfrido Gutiérrez Cruz, María Elena Leguízamo Ferrer, Lilia Mónica 
López Benítez, José Pablo Pérez Villalba e Irma Rivero Ortiz de Alcántara. Ponente: Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez. Secretario: Jaime Flores Cruz.  
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AMPARO DIRECTO. CUANDO EL ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN 
EL PROCESO PENAL ACUSATORIO, SÓLO DEBEN ANALIZARSE LO ACTUADO Y LAS VIOLACIONES PROCESALES 
QUE SE ACTUALICEN EN LA ETAPA DE JUICIO ORAL, SIN ABARCAR ETAPAS PREVIAS. Dentro de las reglas que 
rigen la sustanciación del juicio de amparo directo en materia penal, el artículo 173 de la Ley de Amparo 
establece los supuestos jurídicos que actualizan, en los juicios del orden penal, una violación a las leyes del 
procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso, precepto que por reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, distinguió y precisó cuáles son aplicables para el Sistema de 
Justicia Penal Mixto y cuáles al Sistema Penal Acusatorio, con el fin de evitar contradicciones y antinomias, y 
permitir la adecuada resolución del juicio de amparo directo en esa materia. Ahora, conforme a lo resuelto en 
el amparo directo en revisión 669/2015, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advirtió 
que el procedimiento penal acusatorio se encuentra dividido en una serie de momentos o etapas, cada una 
con funciones específicas, las cuales se van sucediendo irreversiblemente unas a otras, lo que significa que 
superada una no existe posibilidad de renovarla o reabrirla de acuerdo al principio de continuidad previsto en 
el artículo 20, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, que en 
el apartado B del precepto legal citado, permanecieron diversas hipótesis que no resultan acordes a la 
estructura, naturaleza y fines del sistema penal acusatorio, respecto al análisis de violaciones cometidas en 
etapas distintas a la de juicio oral, específicamente las fracciones VIII, IX, XII y XIII, donde se previeron como 
violaciones a las leyes del procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso, supuestos que se 
materializan en las etapas preliminar o intermedia del juicio oral. En ese sentido, con la finalidad de que el 
juicio de amparo funcione acorde a la estructura y naturaleza del procedimiento penal acusatorio y oral, 
conforme al citado artículo 20, de una interpretación conforme con la Constitución del artículo 173 
mencionado, sólo podrán ser objeto de revisión constitucional, en sede de juicio de amparo directo, las 
violaciones que se actualicen durante la tramitación de la etapa de juicio oral, sin que sea posible su estudio 
cuando se hayan cometido durante las etapas preliminar o intermedia del procedimiento penal. Así en 
consonancia con lo resuelto por la Primera Sala, se concluye que la materia del juicio de amparo directo, 
tratándose del nuevo sistema de justicia penal, deberá consistir exclusivamente en analizar lo actuado durante 
la etapa de juicio oral, sin incluir decisiones tomadas en etapas previas por una autoridad jurisdiccional 
distinta, relativas a situaciones cuyo debate no pudo ser retomado o reabierto en aquella etapa, lo que es 
congruente con el artículo 75 de la ley referida, en el sentido de que en las sentencias que se dicten en los 
juicios de amparo se deberá apreciar el acto reclamado tal y como apareció probado ante la autoridad 
responsable; sin que sea posible admitir o tomar en consideración pruebas no rendidas ante ella, salvo cuando 
no se hubiere tenido la oportunidad de hacerlo; además, porque las partes en el procedimiento se encuentran 
obligadas a hacer valer sus inconformidades en la etapa correspondiente, así como a combatirlas a través de 
los medios de impugnación a su alcance; en el entendido que, de no hacerlo, se agota la posibilidad de 
solicitarlo y el hecho de que la exclusión de pruebas producto de la violación de derechos fundamentales no 
pueda plantearse de nueva cuenta en  
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el juicio oral, no impide que la defensa del acusado cuestione el valor de las pruebas, con la finalidad de 
desvirtuar la hipótesis de acusación. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 7/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Séptimo, ambos 
en Materia Penal del Primer Circuito. 7 de noviembre de 2017. Mayoría de cinco votos de los Magistrados 
Carlos Hugo Luna Ramos, quien ejerció voto de calidad en términos del artículo 42 del Acuerdo General 
8/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos 
de Circuito, Mario Ariel Acevedo Cedillo, Olga Estrever Escamilla, Lilia Mónica López Benítez y José Pablo Pérez 
Villalba. Disidentes: Miguel Enrique Sánchez Frías, Miguel Ángel Medécigo Rodríguez, Juan Wilfrido Gutiérrez 
Cruz, María Elena Leguízamo Ferrer e Irma Rivero Ortiz de Alcántara. Ponente: Irma Rivero Ortiz de Alcántara. 
Encargada del engrose: Lilia Mónica López Benítez. Secretaria: Sindy Ortiz Castillo.  
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DERECHO AL ACCESO A LOS REGISTROS DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN Y A OBTENER COPIA DE ÉSTOS EN 
LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SE CONFIGURA A FAVOR DEL 
IMPUTADO, SIEMPRE QUE SE ENCUENTRE DETENIDO, SEA OBJETO DE UN ACTO DE MOLESTIA, O HAYA SIDO 
CITADO A ENTREVISTA POR EL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO. El artículo 20, apartado A, fracción V, 
apartado B, fracciones III, IV y VI, y apartado C, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece el principio de igualdad como eje rector del proceso penal acusatorio y oral, garantizando 
que el imputado y el acusador, constituido por la víctima y el Ministerio Público, cuenten con "igualdad 
procesal" para sostener sus respectivas hipótesis durante las tres etapas del proceso penal, entre ellas, la de 
investigación en su fase inicial. En ese sentido, para efecto de que las partes cuenten con la misma posibilidad 
de sostener sus posturas durante ésta, el Código Nacional de Procedimientos Penales establece el mismo 
derecho para la víctima y el imputado, sobre el acceso a los registros de investigación, así como la oportunidad 
de que obtengan una reproducción de éstos, conforme a los parámetros que dicha normativa prevé en sus 
artículos 109, fracción XXII y 113, fracción VIII. Ahora bien, el artículo 218 del mismo ordenamiento dispone 
que la carpeta de investigación no tendrá el carácter de reservada para el imputado y su defensa y, por 
consiguiente, tendrán acceso a ella cuando aquél se encuentre detenido, sea citado a  
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comparecer, o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista; asimismo, el diverso 219 
prevé que una vez convocados a la audiencia inicial, el imputado y su defensor tienen derecho a consultar los 
registros de la investigación y a "obtener copia", con la oportunidad debida para preparar la defensa; y, 
finalmente, el segundo párrafo del numeral 337 dispone que el acceso y obtención de copias de todos los 
registros de la investigación, cobra vigencia en los momentos procesales previstos en el artículo 218 citado. 
Por tanto, cuando en la investigación inicial el imputado se encuentre detenido, sea objeto de un acto de 
molestia o citado a entrevista por el agente del Ministerio Público, tiene derecho al acceso de los registros de 
investigación, así como a la obtención de copias de éstos, ya sea mediante copia fotostática o registro 
fotográfico o electrónico, para sostener su defensa durante la investigación inicial. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 192/2017. 26 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Lara 
Hernández. Secretario: Gerardo Flores Zavala. 


